SCHILIRO JULIO Y OTROS C/ FRAIA ARIEL Y OTROS S/ ESCRITURACION 

CAUSA N° 68.488                 JUZG. N° 2 

REG. SENT. DEF. N°93 

En la Ciudad de Lomas de Zamora, a los 16
        días del mes de  Junio de Dos Mil Once, reunidos en Acuerdo Ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este departamento judicial, Doctores Norberto Horacio Basile y Carlos Ricardo Igoldi, con la presencia del Secretario del Tribunal, se trajo al Despacho para dictar sentencia la causa N° 68.488 caratulada “SCHILIRO JULIO Y OTROS C/ FRAIA ARIEL Y OTROS S/ ESCRITURACION". De conformidad con lo dispuesto por los arts. 168 de la Constitución Provincial y 266 del Código de Procedimientos Civil y Comercial, la Excma. Cámara resolvió votar las siguientes:

C U E S T I O N E S

1ª.) ¿Es justa la sentencia apelada?

2ª.) ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. Parte CPCC), dio el siguiente orden de votación: Dres.  Basile e Igoldi.-

V O T A C I O  N

A la primera cuestión, el Dr. Basile dijo:

I.- Según resulta de la sentencia obrante a fs. 229/238 de esta causa, el Sr. Magistrado titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial número dos de este Departamento Judicial,  dictó sentencia haciendo lugar, en lo sustancial, a la demanda promovida por Julio Schiliro y Paulina Ester Bertolino contra Beatríz Aboy, Esteban Fraia, Angela Fraia, Ariel Fraia, Ana Lía Fraia, condenando a estos últimos a otorgar en el plazo de 20 días de quedar firme la sentencia, la pertinente escritura traslativa de dominio del bien sito en el Partido de La Matanza, U.F. 264, piso 6° “C” Torre 17 del Consorcio Donovan Barrio Autopista, Tapiales, nomenclatura catastral: Circunscripción VIII, Sección 6, Parcela 1261 J, Subparcela 264, matrícula 138/264 bajo apercibimiento de ser suscripta por el sentenciante a entero costo de los demandados.-

Disponiendo que en el momento de escriturarse deberá integrarse el saldo del precio tal como fuera pactado por las partes, calculando el mismo a la paridad un peso = un dólar, con mas el cincuenta por ciento (50%) del valor de la moneda extranjera en el mercado libre de cambio al día anterior.-

Desestimando el pedido de daños y perjuicios e imposición de astreintes solicitado por la parte actora.-

Impuso las costas a la demandada y difirió la regulación de los honorarios profesionales.-

A fs. 247 apeló la accionada, concediéndose líbremente el recurso deducido a fs. 248.-

A fs.263/267 expresó agravios la demandada, mereciendo la réplica de la contraria a fs. 269/270.-

A  fs. 272 se llamaron autos para sentencia por providencia que se encuentra consentida.-

II.-ANTECEDENTES:

A fs. 26 Julio Schiliro y Paulina Ester Bertolino, mediante letrada apoderada, promovieron demanda de escrituación y daños y perjuicios contra Ariel Fraia, Angela Fraia, Ana Lía Fraia, Beatríz Aboy de Fraia y Esteban Fraia.-

Refirieron que el 27 de febrero de 1990 Angela Beatríz Aboy vda. de Fraia vendió a los actores el inmueble sito en el Partido de La Matanza, designado como UF 264 piso 6° C Torre 17 del Consorcio Donovan -Barrio Autopista- Tapiales.  Nomenclatura Catastral: Circunscripción VIII, Sección G Parcela 1261J Subparcela 264, Matricula 138/264.-

Afirmaron que el cincuenta por ciento de dicho inmueble  formaba parte del acervo hereditario en autos “Fraia José Hugo s/ Sucesión ab intestato” y que la vendedora celebró la operación en carácter de condómina y cónyuge supérstite del allí causante y en nombre y representación de sus hijos menores de edad, declarados universales herederos de José Hugo Fraia.-

Sostuvieron que el precio total convenido era de Dólares Estadounidenses Nueve Mil (U$S 9.000) de los cuales se entregó en el acto de la firma del boleto de compraventa la suma de Dólares Estadounidenses Cuatro Mil Quinientos (U$S 4.500) como principio de ejecución.  El saldo se abonaría a los 60 días del acto, en forma conjunta con la escrituración.-

Dijeron que en el boleto se estableció que la venta se realizaba ad referendum de la aprobación del juez interviniente en el sucesorio, donde se presentó un escrito conjunto denunciando la venta y solicitando la autorización para escriturar.-

Denunciaron que el Sr. Asesor de Incapaces solicitó en esos obrados una tasación del inmueble, previo a expedirse y que la co-demandada Aboy de Fraia interrumpió los trámites para impulsar el compromiso asumido en el boleto de compraventa.-

Manifestaron que a requerimiento de la Sra. Aboy de Fraia, le adelantaron parte del saldo del precio, por la suma de Dólares Estadounidenses Un Mil Trescientos Ochenta y Tres (U$S 1383) por lo que se les extendió un recibo y a que posteriori le entregaron también a cuenta del saldo del precio, la suma de Dólares Estadounidenses Quinientos (U$S 500) sin que la accionada les diera recibo por ellos, procediendo a depositar el saldo del precio remanente en el juicio sucesorio.-

Expresaron que remitieron CD el 23/4/2002 y que al no recibir respuesta alguna, dieron inicio a los presentes actuados.-

A fs. 38 contestaron los demandados Beatríz Aboy de Fraia y Esteban Fraia.  Negaron los hechos.  Reconocieron el fallecimiento de José Hugo Fraia y el trámite del juicio sucesorio.  Reconocieron que la Sra. Aboy de Fraia con fecha 27/2/1990 suscribió el boleto de compraventa en su carácter de condómina y en nombre y representación de sus hijos menores de edad a esa fecha, con relación al inmueble individualizado por la actora en su demanda.-

Reconocieron el precio pactado para la operación y el pago de la mitad de la suma al momento de suscribir el boleto de compraventa y la posterior entrega de la suma de Dólares Estadounidenses Un Mil Trescientos Ochenta y Tres (U$S 1383).-

Reclamaron el pago del saldo del precio a valores actualizados.-

En similares términos a fs. 58/60 contesta Angela Fraia y a fs. 74/76 lo hace Ariel Fraia.-

A fs. 79/79 vta. se declaró la rebeldía de Ana Lía Fraia.-

A fs. 85 se procedió a la apertura a prueba de los actuados, proveyéndose la ofrecida por las partes a fs. 91.  Producida la pertinente a fs. 228 se llamaron autos para sentencia, dictándose el pronunciamiento que llega apelado a fs. 229/238.-

III.-DE LOS AGRAVIOS:

Se agravian por que el Sr. Juez de la anterior instancia consideró como fecha de la mora, los 60 días desde la suscripción del boleto de compraventa, sin considerar lo establecido en la cláusula sexta.-

Sostienen que no habiéndose obtenido resolución judicial favorable al pedido de autorización para escriturar, el plazo solo se tornaría exigible al llegar a la mayoría de edad los universales herederos (es decir el 12/11/1996 en que cumplió los 21 años de edad el menor de los hermanos Fraia), todo ello sin  considerar que en el boleto de compraventa no se encontraba pactada la mora automática.-

Denuncian conducta abusiva en la actora, al pretender cancelar el saldo del precio con el depósito de Pesos Tres Mil Ciento Diecisiete efectuado en el proceso sucesorio y se agravian de la solución dada al caso por parte del sentenciante.-

Se alzan porque el Sr. Juez  a quo no consideró la diferencia de valores y rechazó la reconvención deducida.-

IV.- CONSIDERACION DE LAS QUEJAS:

Ingresando al planteamiento de la recurrente, advertiré que los Jueces no están obligados a tratar todas las argumentaciones propuestas por las partes, sino que basta que hagan mérito de aquéllas que consideren más adecuadas para sustentar sus conclusiones (CSN noviembre 8-1981,«Dos Arroyos SCA C/Ferrari de Noailles», en «Actualización de Jurisp.», N  1440, La Ley, 1981-D, pág. 781; CALZ Sala I Reg. Sent. Def. 32/90m 172/00 entre muchas otras).-

Tales cuestiones esenciales son ésas que, según las modalidades del caso, resultan necesarias para la correcta solución del pleito y vienen constituidas por puntos o capítulos de cuya decisión depende directamente el sentido y alcance del pronunciamiento y que -por su naturaleza- influyen preponderantemente en el fallo, las vinculadas a la dimensión cuantitativa del objeto de la pretensión (SCBA. Ac. 21917, DJBA T III, pag. 15, ídem Ac. 35221 «Ramos de Pagella C/Escot», 22-4-86).-

Pongo de resalto que la obligación de los magistrados de decidir las cuestiones conducentes para el fallo, se circunscribe a las que estime necesarias para la sentencia que deban dictar (Santiago C. Fassi, “Código Procesal Civil y Comercial, comentado, anotado y concordado”, Tº I, pág. 278). No se encuentran ceñidos a seguir el enfoque jurídico esgrimido por las partes, ni tampoco a rebatir todos y cada uno de los fundamentos por ellas invocados (Esta Alzada, Causa 60.14, 13-III-07, Reg. Sent. Def. 60/07 y 287/07 entre otros).-



No es vano recordar que cuando un expediente llega a la Cámara de Apelación en virtud de un recurso, es la Alzada quien adquiere la plenitud de la jurisdicción, ocupando desde entonces la misma posición que tenía el juez de la primera instancia; le corresponden idénticos deberes y derechos (C.S.J.N., 2-11-95, in re "Miguel, Lorenzo c/Estado Nacional"; "Sandler, Héctor c/Estado Nacional", Rep. El Derecho, Tº 30, pág. 1072, nº 21; esta Alzada, 4-IV-06, Causa 62.061, Reg. Sent. Def. 60, Diario “El Derecho”, 12-IX-06, Nº 11.591, fallo 54.240).-

Efectuadas estas consideraciones previas y haciendo aplicación de la «doctrina amplia», en cuanto a la valoración de los recursos deducidos, pasaré a continuación a tratar las quejas planteadas por las recurrentes.-

1)-Ciertamente el boleto de compraventa no es el título suficiente para adquirir el dominio de un inmueble (art. 1185 del Cód. Civ.).  Sin perjuicio de ello, es un contrato válido que genera diversas obligaciones para las partes.-

A los fines del debido análisis de las quejas vertidas, se impone el minucioso análisis del boleto de compraventa, para responder al interrogante que se plantea, al tiempo de determinar a que se obligaron voluntariamente las partes al momento de celebrar el contrato.-

No cabe al caso, otra respuesta que sostener que ambas partes -comprador y vendedor- se obligaron a instrumentar el negocio concertado mediante la formalización de la escritura traslativa de dominio, atendiendo a las pautas que ellas mismas convinieron, como por ejemplo las relativas al precio, modalidades del pago, etc.-

Tratándose de la escrituración de una compraventa -contrato esencialmente sinalagmático- no puede propiamente afirmarse que ella sea a favor de una u otra de las partes, dado que ambos se favorecen con el acto escriturario en el que se cumplen las obligaciones recíprocas contraídas en el contrato (Conf. Morello Augusto Mario “El Boleto de Compraventa Inmobiliario”, Editora Platense, 2ª edición, pág. 309), sin embargo habremos de analizar las causas que habrían frustrado la oportuna escrituración.-

Que habrá que escriturar no caben dudas y tanto es ello así que la condena a dar la escritura traslativa de dominio llega a esta Alzada consentida por ambas partes.-

Ahora bien, la quejosa sostiene que el Sr. Juez de la anterior instancia fijó erróneamente la fecha de la mora, sin atender a lo pactado por las partes en la cláusula sexta del boleto de compraventa.-

2.-Si bien es cierto que las partes pactaron la venta sujeta a la autorización que para escriturar debía dar el Sr. Juez del proceso sucesorio, no es menos cierto que para obtener dicho pronunciamiento favorable, a la accionada en estos obrados le correspondía instarlo.-

Tengo a la vista las actuaciones caratuladas “Fraia José Hugo s/ Sucesión”, Expte. 33.784 en trámite por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N°2 de esta misma departamental, de las que surge que ante el primer requerimiento del Sr. Asesor de Incapaces para expedirse con relación a la pretendida autorización para escriturar (perito tasador – ver fs. 37 del sucesorio-), la ahora accionada Aboy de Fraia nada hizo, dejando transcurrir los plazos sin que pudiera mediar la resolución que dice no haber obtenido de parte de la jurisdicción.-

No puede por tanto, quejarse válidamente, del pronunciamiento que a la luz de su inactividad procesal en aquellos, mereció de parte del Sr. Juez sentenciante en estos obrados, puesto que el arribo a la mayoría de edad de los universales herederos no estaba previsto en el boleto de compraventa como alternativa a la falta (o en su caso, negativa) de la autorización para escriturar por los, entonces, hijos menores de edad, de la Sra. Aboy de Fraia.-

3.- Por ello me releva de mayores comentarios la norma que emerge del art. 1198 del Código Civil al decir que “los contratos deben celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe, y de acuerdo con lo que verosímilmente las partes entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión”.- 

Se principiaba este examen diciendo que el boleto de compraventa es un contrato válido que genera diversas obligaciones para las partes.  Una de ellas, la que aquí interesa, es la obligación de otorgar la escritura pública.  Dispone el art. 1187 que “la obligación de que habla el art. 1185 será juzgada como una obligación de hacer, y la parte que resistiere hacerlo, podrá ser demandada por la otra para que otorgue la escritura pública, bajo pena de resolverse la obligación en el pago de pérdidas e intereses.”

Se trata de una obligación de hacer, ya que recae sobre un hecho positivo que consiste sustancialmente en una actividad.  Debe ser cumplida del modo establecido por las partes; en su defecto, “...del modo en que fue la intención de las  partes que el hecho se ejecutara...” (art. 625 del Código Civil).-

En caso de incumplimiento se puede exigir su ejecución forzada (art. 505 inc. 1º del Cód. Civ.), o bien su ejecución por otro a costa del deudor (art. 505 inc. 2º Cód. Civ.), en este caso específico, por el juez.” (Kiper Claudio M. “Juicio de Escrituración.  Conflictos derivados del boleto de compraventa” Colección Procesos Civiles Volumen 9 Editorial Hammurabi. Págs. 221/222).- 

Ha expresado esta Sala -siguiendo a la doctrina- que no siempre es fácil determinar exactamente cual es el comportamiento debido o su modicidad.  Si media conflicto al respecto, será el juez quien en última instancia tendrá que determinarlo en la sentencia que recaiga en el juicio que se promueva.  Se planteará entonces el problema de la interpretación del contrato para cuya solución deberán tenerse en cuenta las reglas sobre el particular que prescriben los Código Civil y Comercial y que la doctrina y la jurisprudencia han venido señalando, las que no vienen al caso entrar a examinar aquí porque desbordan el tema.-(Conf. Ramella, Resolución por incumplimiento” pág. 52). (CALZ Sala I RSD 266/07 sentencia del 9/8/07).-

Trasladando estos conceptos a la naturaleza del proceso que nos ocupa, no resulta ocioso recordar que la sentencia es meramente declarativa de la legitimidad del derecho personal del comprador de obtener la escritura a su favor y, en consecuencia la vía de la reparación de los perjuicios no se abre hasta después que sea imposible la escrituración a la que se condenó al vendedor.  Si la sentencia no es cumplida la obligación se resuelve en el pago de los daños y perjuicios en la etapa procesal de ejecución (arts. 505, 889, 1187 y cc. del Código Civil).-

4.-Resulta atinado agregar, a esta altura del desarrollo argumental que sigo, que la demanda por escrituración importa por sí misma, un ofrecimiento tácito de parte del actor, de cumplir las obligaciones a su cargo, estipuladas para el momento de escriturar, lo que basta para satisfacer la exigencia del artículo 1202 del Código Civil.-

En diversas ocasiones hubo de expedirse esta Alzada , y en casos como el que se trae, resolvió aplicar la doctrina del “esfuerzo compartido” a las obligaciones nacidas antes del 6 de enero de 2002 y cuyos efectos debían aplicarse con posterioridad, merituando la mora antes o después de esa fecha de inflexión. (CALZ Sala I RSD 190/02; 555/04;  221/06 98/07 y 287/07 entre otros).-

En este caso, donde no ha existido mora de parte de la compradora, bajo esa perspectiva corresponde analizar la solución, estableciendo que en manera alguna puede aseverarse que en virtud de lo convenido entre las partes, la acreedora del saldo del precio ha consolidado su derecho a percibir dicho remanente en la moneda originalmente pactada o el equivalente en pesos, a pesar de que el sistema monetario ha sido modificado por el Estado antes de que se cumplieran las prestaciones convenidas, ni tampoco con ese alcance se ha configurado el caso de un derecho adquirido al amparo de una legislación anterior al que se pretende aplicar retroactivamente la nueva ley, sino que se trata de la aplicación de la ley a las consecuencias de una relación jurídica existente con anterioridad a la entrada en vigencia de la nueva normativa, de conformidad con lo previsto por el art. 3 del C.C. (Conf. CNCIV Sala C. 27/4/04 L 387.885; citada por fallo de la Sala C del 16-11-04, publicado en diario judicial del 30-11-04.  Esta Sala I  RSD 221/06 sentencia del 22/8/06).-

Esta Alzada, (in re “Labeque, Claudia c/Barrere, Pablo s/D. Y Perj.”, Causa 57.684, 23-XII-03, Reg. Sent. Def. 544) hubo de resolver ya cuestión similar a la del sub-examine; expresó en aquella ocasión que: “Sea que se trate de tiempos de normalidad o de emergencia, la pesificación de las deudas, en tanto importa una restricción de la situación patrimonial, que importa un detrimento efectivo, real y actual, impone una suerte de confiscación, que tropieza con la garantía que consagra el artículo 17 de la Constitución Nacional (en igual sentido, CNCiv., Sala G, 16-IV-03, Diario "El Derecho", julio 11 de 2002, fallo 52.127).-

No es dudoso que el 6 de enero de 2002 opera como un indiscutido punto de inflexión en el normal desarrollo obligacional. Si, como en el caso, las circunstancias sobrevinientes por el hecho del príncipe sacudieron el contexto en que se generó y desenvolvió el sinalagma y aniquiló sus bases, degradando no sólo la propiedad del acreedor sino también empobreciendo al deudor quien vio repentinamente disminuir su capacidad de pago a límites que eran insospechados al tiempo de suscribir el convenio, los jueces están precisados a dar respuestas justas y equilibradas, echando mano a los distintos recursos que proporciona el derecho. Es decir, deben tratar de buscar el iustum concreto, porque el derecho sólo se concibe como un sistema de justa solución de los conflictos (conf. Diez-Picazo, Luis, "Experiencias jurídicas y teoría del Derecho", Barcelona, Ariel, pág. 240).-

Las normas imponen la necesidad de que todos soporten equitativamente las consecuencias de la emergencia, de modo que nadie se beneficie a expensas de otro.  Imaginar que en una grave crisis es posible preservar inmutables las condiciones bajo las cuales se desenvuelve cada uno de los habitantes es no tener sentido de la realidad.  Y de ese sentido no se puede carecer si realmente se procura administrar justicia (Ratti Eduardo A., “La conversión a pesos de las obligaciones nominadas en dólares” Rev. La Ley del 8-XI-02).-

En tal sentido el abuso del derecho, la equidad y el esfuerzo compartido pueden encontrar un margen de razonabilidad en el rango de diferencias tan abruptas como la existente entre el pago en dólares o la simple pesificación "uno a uno" como pretendía la actora de autos con el depósito efectuado en el sucesorio.-

 En síntesis, la pesificación responde tanto al derecho de propiedad del acreedor como del deudor y, en un país donde sólo tiene curso legal la moneda nacional y donde la devaluación se produjo imprevistamente por acto del príncipe, no puede predicarse el derecho de una sola de las partes (Francisco Junyent Bas, "Pesificación. Los contratos privados, las deudas en mora y la teoría de la imprevisión y el esfuerzo compartido", Diario "El Derecho", mayo 22 de 2003).-

Conforme todo lo que vengo argumentando, no es dable acceder al planteo de la quejosa, en su pretensión de porcentuales adedudados (saldo del precio) calculados a valores actuales, puesto que la mora en todo caso, solo le es atribuible a su parte, al no instar la autorización necesaria para escriturar en tiempo oportuno.-

Sin embargo, coincido con el Sr. Juez de la anterior instancia con relación a la improcedencia del pago en pesos -y también en lo relativo a la inoponibilidad del depósito efectuado en el sucesorio.-

Siguiendo la línea argumental desplegada, vuelvo a mi exposición anterior, afirmando que es imprescindible compatibilizar los intereses y valores antagónicos, distribuyendo las consecuencias de las transformaciones económicas producidas por las leyes que dispusieron la pesificación a través del principio del esfuerzo compartido. Por lo tanto, no sólo habrá de hacerse mérito de la diferencia de paridad cambiaria, sino que es preciso evaluar las demás premisas que conformaron el objeto de la relación y que están en juego, así como también el lapso de duración y estado de la obligación asumida, de modo de adecuar el contrato que se ejecuta a las circunstancias sobrevinientes que lo modificaron y atenuando el impacto que aquellas provocaron en el patrimonio de las partes involucradas, teniendo en cuenta en ese marco, el modo en que las partes deberán soportar los riesgos de contratación. Además de los valores internos, tales como la paridad monetaria, es preciso hacerse cargo de la subversión política de ese valor y la evolución de los precios en el mercado, entre otros (Conf. CNCiv., Sala A, 9-VI-03, Diario "El Derecho", 15-VIII-03, fallo 52.204)”.-

Esa es la buena doctrina que ha sido conformada por nuestra Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación (in re “Rinaldi, Francisco Augusto y otro c/Guzmán Toledo, Ronal Constante y otra s/Ejecución Hipotecaria”, publicada en Diario Judicial de fecha 15 de marzo de 2007).-

Declaró el Máximo Tribunal al adoptar la teoría del esfuerzo compartido, “que está fuera de discusión que los derechos que el contrato acuerda al acreedor constituyen su propiedad, como los demás bienes que forman su patrimonio y se hallan tutelados por el art. 17 de la Constitución Nacional, pero nuestro ordenamiento jurídico no reconoce la existencia de derechos absolutos sino limitados por las leyes que reglamentan su ejercicio, en la forma y extensión que el Congreso, en uso de sus facultades propias, lo estime conveniente a fin de asegurar el bienestar general, con la única condición de no alterarlos en su substancia (Fallos: 130:360; 172:21; 249: 252; 257:275; 262:205; 283:98; 300:700; 303:1185; 305:831; 308:1631; 310:1045; 311:1132 y 1565; 314:225 y 1376; 315:952 y 1190; 316:188; 319:1165; 320:196; 321:3542; 322:215; 325: 11, entre muchos otros). Que sin dejar de tener en cuenta dichas pautas, cabe expresar que no hay duda de que al forzar al acreedor a recibir una moneda distinta a la pactada, las normas de emergencia no sólo han alterado el principio de autonomía de la voluntad (art. 1197 del Código Civil) y distintas reglas concernientes a las obligaciones y contratos (arts. 617, 619, 740, 742, 2240, 2245, 2250 y 2252 del código citado), sino que también han impuesto restricciones a derechos individuales de raíz constitucional, como son los de contratar y de propiedad consagrados en los arts. 14 y 17 de la Ley Fundamental, mas lo que debe examinarse es si dichas restricciones exceden el empleo de los remedios extraordinarios que resultan imprescindibles para proteger el interés general o si vulneran los derechos fundamentales referidos.-

Que en esa tarea este Tribunal no puede prescindir de apreciar que la magnitud de la devaluación ha llevado la cotización del dólar a un valor que triplica al que imperaba cuando los deudores se obligaron y que los ingresos de vastos sectores de la población no han aumentado de la misma manera en que lo hizo la divisa extranjera, aun cuando los indicadores económicos —crecimiento del producto bruto, incremento de las exportaciones, disminución del nivel de desocupación, reducción de los índices de indigencia y recuperación de los precios en el mercado inmobiliario— muestran distintos grados de mejoría con respecto a los que existían cuando se dictaron las primeras normas de emergencia.-

Que, en tales condiciones, al decidir sobre el conflicto de intereses planteado entre acreedores y deudores en moneda extranjera, cabe recordar que no puede estarse a la literalidad de lo pactado cuando la prestación, según las nuevas disposiciones legales, se ha tornado excesivamente onerosa para uno de los contratantes. Es preciso destacar también que la protección que el régimen implementado establece a favor de los deudores por la inusitada magnitud de la devaluación, no podría consistir en trasladar sobre las espaldas de los acreedores las consecuencias del desequilibrio que se pretende subsanar, pues de esa manera se habría beneficiado a una parte mediante el sencillo e inequitativo expediente de crear una nueva situación "excesivamente onerosa" (doctrina de Fallos: 315:1161)-

Que teniendo en cuenta los parámetros señalados, las medidas de orden público adoptadas por el Estado para conjurar la crisis económica y social no resultan medios regulatorios desproporcionados con relación a la finalidad perseguida ni carecen de la razonabilidad necesaria para sustentar su validez constitucional, pues el art. 11 de la ley 25.561 (t.o. ley 25.820) después de establecer la conversión de las obligaciones pactadas en moneda extranjera a razón de un dólar igual un peso y de prever la aplicación de un coeficiente de actualización, faculta a las partes a solicitar el reajuste equitativo del precio en los casos en que "...por aplicación de los coeficientes correspondientes, el valor resultante de la cosa, bien o prestación, fuere superior o inferior al del momento de pago.".-

Que de una aplicación literal de las normas parecería desprenderse que el régimen de emergencia no ha impuesto una pesificación definitiva según la paridad allí establecida, pues ha contemplado la posibilidad de que la parte que se considera perjudicada por la utilización de ese método de ajuste, pueda solicitar la recomposición equitativa de las prestaciones a cargo del otro contratante; empero, no puede desconocerse que desde la primera ley que reguló la cuestión en examen como de las posteriores que buscaron perfeccionar el sistema legal con espíritu conciliatorio, puede extraerse también como conclusión válida para poner fin a la controversia en materia de pesificación, una solución que imponga compartir el esfuerzo patrimonial derivado de la variación cambiaria, doctrina que al presente ha sido aceptaba en forma mayoritaria por los tribunales nacionales”.-

Es entonces mi propuesta, coiniciendo con la solución propiciada en la anterior instancia, que al momento del efectivo pago los deudores del saldo del precio deban soportar además de la suma de Pesos Tres Mil Ciento Diecisiete ($3.117), el equivalente en pesos de la suma de dólares billetes adeudados que resulte de multiplicar cada billete dólar, en lo que exceda la paridad, al 50% de su cotización de tipo vendedor en el mercado libre de cambio en la República Argentina, al día hábil inmediato anterior, publicado por los diarios Ambito Financiero, o por El Cronista Comercial o por el Buenos Aires Económico (BAE), en ese órden y por si el primero no lo incluye.-

En virtud de las razones y fundamentos expuestos, citas legales, doctrinarias y jurisprudenciales, siendo íntegramente justa la sentencia apelada

VOTO POR LA AFIRMATIVA

A la primera cuestión, el Dr. Igoldi dijo que, por compartir los fundamentos, VOTA TAMBIEN POR LA AFIRMATIVA.-

A la segunda cuestión el Dr. Basile expresa:

Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión que antecede corresponde por ser íntegramente justa,  confirmar la sentencia apelada en la medida de los recursos y agravios. Asimismo deben imponerse las costas de Alzada a la demandada apelante (art. 68 del CPCC).  Asimismo deberá procederse en su oportunidad, a la  respectiva regulación de honorarios de conformidad con lo normado por la  ley 8904.-

ASI LO VOTO

A la segunda cuestión el Dr. Igoldi expresa que, por compartir los fundamentos, VOTA EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

S E N T E N C I A

En el Acuerdo celebrado quedó establecido que la sentencia apelada es íntegramente justa y debe confirmarse en la medida del recurso y agravios.  Por ello, consideraciones y citas legales:

1º)-Confirmase la sentencia apelada, en cuanto fuera materia de recurso y agravios.-

2°)-Con Costas de Alzada a la demandada vencida   (art. 68 CPCC).- 

3°)-Difiérese para su oportunidad la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes. Regístrese. Notifíquese y, consentida o ejecutoriada, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.-

Fdo.Dres.Basile Norberto Horacio, Igoldi Carlos Ricardo, Jueces; Dra. Ochandio,Secretaria.-

Causa N° 68.488.-

